Boletín N° 1866-07)(S)-1.

Informe de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia sobre el proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Penal respecto a la forma en que han de practicarse las notificaciones de las resoluciones que indica y el Código Orgánico de Tribunales en lo relativo a la visita semanal que efectúan los jueces a los recintos carcelarios. 

Honorable Cámara:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación y Justicia pasa a informaros, en segundo trámite constitucional, sobre el proyecto de la referencia, originado en una moción del honorable Senador señor Miguel Otero Lathrop.

I. IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES DEL PROYECTO.


1. Facilitar la notificación de las resoluciones que se refieran a la libertad de detenidos o procesados en causas criminales que se lleven ante un tribunal cuya sede se encuentre fuera del lugar o ciudad donde esté ubicado el establecimiento penal en el cual se encuentren recluidos y que no tenga servicio diario de traslado de presos.


2. Eliminar el trámite previo de dirigir requisitoria a los jueces del crimen de los lugares en que se sospeche que el inculpado o procesado ha podido albergarse, para poder declarar la rebeldía de éste.


3. Establecer que, como regla general, la visita semanal que deben efectuar los jueces del crimen a los detenidos o presos será efectuada solamente por aquellos cuyo tribunal está ubicado en la localidad o ciudad en que se encuentre la cárcel o establecimiento penal.

II. ANTECEDENTES.


1. Ámbito normativo.


1.1. Acerca de las notificaciones.


a) Disposiciones vigentes.


En conformidad con lo dispuesto en el artículo 43 del Código de Procedimiento Penal, son aplicables al procedimiento penal, en cuanto no se opongan a lo establecido en el Código o en leyes especiales, las disposiciones comunes a todos los juicios, contenidas en el Libro I del Código de Procedimiento Civil.


Del texto y de la historia de esa disposición se desprende que en materia de notificaciones debe estarse a lo que dispone el Código de Procedimiento Civil, salvo que haya disposición en contrario (Corte Suprema. Cas. fondo, 20 de abril de 1960 R., t. 57, sec. 4a., p. 55).


Por medio de las notificaciones judiciales se pone en conocimiento de una persona una resolución, diligencia o actuación procesal. Por su naturaleza, son esencialmente formales. Para que existan y surtan sus efectos deben cumplir todos los requisitos legales.


El artículo 38 del Código de Procedimiento Civil establece que las resoluciones judiciales sólo producen sus efectos en virtud de notificación hecha con arreglo a la ley, salvo los casos expresamente exceptuados por ella.


Es nula y no tiene valor alguno toda notificación que no se ajuste a las solemnidades que la ley establece para practicarla.


Entre los requisitos de las notificaciones judiciales, está el de que ella sea practicada por el funcionario competente, que actúa como ministro de fe. Puede ser el secretario del tribunal, el oficial primero del mismo, con arreglo al artículo 389 del Código Orgánico de Tribunales, o un receptor.


El secretario del tribunal y el oficial primero, quien desempeña bajo la responsabilidad del secretario las funciones que a éste encomienda el título VI del Libro I del Código de Procedimiento Civil, pueden efectuar notificaciones en su oficina, es decir, en la secretaría del tribunal, en el local en que ella funciona, que es uno de los lugares hábiles para tales efectos, conforme al artículo 41 del Código de Procedimiento Civil.


El artículo 380 del Código Orgánico de Tribunales, en su número 2°, señala, como función de los secretarios, la de "autorizar las providencias o resoluciones que sobre dichas solicitudes recayeren, y hacerlas saber a los interesados que acudieren a la oficina para tomar conocimiento de ellas,..."


Los receptores, según el artículo 390 del mismo cuerpo legal, "son ministros de fe pública encargados de hacer saber a las partes, fuera de las oficinas de los secretarios, los decretos y resoluciones de los Tribunales de Justicia..."


Todas estas disposiciones, que establecen los funcionarios que son competentes para practicar notificaciones, como asimismo su competencia topográfica, son normas de orden público que no pueden dejar de cumplirse, so pena de nulidad en caso de contravención.


El actual inciso segundo del artículo 66 del Código de Procedimiento Penal, modificado por la ley Nº 19.189, de 1992, dispone que las notificaciones deben hacerse personalmente al procesado que estuviere preso, pudiendo realizarlas el secretario del Tribunal en su oficio o en el establecimiento penal donde aquél se encontrare recluido, aunque se halle fuera de su territorio jurisdiccional.


b) La discusión realizada a propósito del nuevo sistema procesal penal.


La Comisión, en el momento de discutir el proyecto de ley que establece un nuevo Código de Procedimiento Penal (boletín Nº 1630-07), en lo relativo a los funcionarios autorizados para realizar las notificaciones y citaciones, optó por aludir a los "funcionarios públicos" y no a los "funcionarios judiciales", por entender que la primera expresión cubre un espectro más amplio. Así, se acordó que las notificaciones de las resoluciones judiciales se realizarán por los funcionarios públicos especialmente habilitados.


Respecto de las notificaciones al imputado privado de libertad, se adecuó la norma al artículo 66 del Código de Procedimiento Penal vigente, estimándose que deben hacerse en persona, pudiendo realizarlas un funcionario del tribunal en el mismo o en el establecimiento penal en que aquél se encontrare recluido, aunque se halle fuera de su territorio jurisdiccional.


Asimismo, se consideró una norma general relativa a otras formas de notificación que podrá proponer al tribunal cualquier interviniente en el procedimiento. El tribunal podrá aceptar la proposición si, en su opinión, resultare suficientemente eficaz y no causare indefensión.


c) Tendencia legislativa a facilitar la práctica de las notificaciones.


La ley Nº 19.382 modificó las disposiciones que regulan las notificaciones en el Código de Procedimiento Civil, particularmente los artículos 41, 43 y 44 del citado cuerpo legal, al objeto de facilitar la práctica de las notificaciones. Esta modificación aumentó los lugares en los que se pueden practicar las notificaciones, como asimismo los días y horas hábiles en que se pueden realizar válidamente. En el caso de la notificación personal del artículo 44, simplificó el procedimiento al establecer que, a fin de acreditar las circunstancias que habilitan para realizar esta notificación personal subsidiaria, basta la certificación del ministro de fe que practicará la notificación, excluyendo la información sumaria de testigos.


1.2. Disposiciones sobre las requisitorias.


En el Título III, acerca de los procedimientos por crimen o simple delito contra personas ausentes, del Libro Tercero del Código de Procedimiento Penal, de los procedimientos especiales, se consideran los artículos 592 y 593.


El primero establece la obligación del juez de expedir requisitorias a los jueces de los lugares en que se sospeche que el inculpado o procesado haya podido albergarse, como requisito previo a la declaración de la rebeldía del inculpado o procesado.


El segundo se refiere a los antecedentes que deben contener las requisitorias.


1.3. Normas sobre la visita semanal de cárceles.


En el Párrafo 2, acerca de las visitas, del Título XVI del Código Orgánico de Tribunales, de la jurisdicción disciplinaria y de la inspección y vigilancia de los servicios judiciales, se considera el artículo 567.


Esta disposición establece que el último día hábil de cada semana, todo juez de letras que ejerza jurisdicción en materia criminal visitará, acompañado de su secretario, la cárcel o establecimientos en que se encuentren los detenidos o presos a quienes procesa, a fin de indagar si sufren vejaciones indebidas, si se les coarta la libertad de defensa o si se prolonga ilegalmente la tramitación de su proceso.


2. Fundamentos de la moción.


El autor de la moción funda la iniciativa en que las actuales circunstancias han hecho variar los presupuestos de hecho en que, históricamente, se basaron las disposiciones anteriormente mencionadas.


La transformación de la realidad hace conveniente:


- Facilitar la práctica de la notificación de las resoluciones judiciales relativas a la libertad del detenido o preso cuando existen diferencias de ubicación geográfica entre el tribunal de la causa y el establecimiento carcelario respectivo.


- Eliminar la obligación del juez de la causa de dirigir requisitoria a los jueces de los lugares en que se sospeche que el procesado o inculpado ha podido albergarse, como condición para poder decretar su rebeldía.


-Circunscribir el deber de practicar las visitas semanales a las cárceles sólo a los jueces cuyo tribunal funcione en el mismo lugar en que se encuentra el recinto de detención o prisión preventiva.


El primer objetivo trata de establecer mecanismos más expeditos de notificación de ciertas resoluciones judiciales que se dictan en el proceso penal, cuando el tribunal funciona fuera del lugar donde se encuentra la cárcel o establecimiento penal y no tiene servicio diario de traslado de presos.


En las regiones en que los establecimientos penales están ubicados a mucha distancia del lugar donde funcionan los tribunales que tienen detenidos o procesados recluidos en ellos, y, el juzgado los requiere para notificarlos, Gendarmería debe trasladarlos en un viaje de rutina, que en algunos casos está programado sólo una vez a la semana, lo que produce demora de varios días en la práctica de la notificación. Esta circunstancia es particularmente grave cuando se trata de resoluciones relativas a la libertad del recluido, porque la detención o prisión preventiva se prolonga en forma injustificada.


La moción propone que las resoluciones que otorgan la libertad provisional sin fianza, o con consulta, o las que conceden la apelación interpuesta, en su caso, se notifiquen por el estado diario, lo que permitirá al recluido recuperar de inmediato su libertad al no dilatarse el acto de la notificación por uno o varios días, o no tener que esperar que el expediente sea enviado a la Corte de Apelaciones respectiva. Por otra parte, se dispone que las resoluciones que conceden la libertad bajo fianza o la denieguen se comuniquen por el medio más rápido posible -fax, télex, telégrafo e incluso el teléfono- al encargado del establecimiento penal para que éste las notifique al recluido, quien podrá apelar en el acto y ante el mismo encargado, lo que se comunicará de inmediato y por la misma vía al tribunal. Este sistema permitirá al procesado apelar o gestionar la constitución de la fianza, sin esperar que lo lleven al tribunal, y también agilizar la orden de libertad, una vez constituida la fianza.


El segundo objetivo consiste en eliminar la obligación del juez, para los efectos de declarar la rebeldía del inculpado o procesado, de expedir requisitorias a los jueces de los lugares en que se sospeche que aquel haya podido albergarse, fijándole un plazo para que comparezca.


La iniciativa legislativa sugiere la modificación de los artículos 592 y 593 del Código de Procedimiento Penal, de manera tal que sólo se exija, para los efectos de declarar la rebeldía, que el tribunal que conoce del proceso despache órdenes de citación o de aprehensión a Carabineros e Investigaciones para que la cumplan en todo el territorio nacional.


El tercer y último objetivo pretende que la visita semanal que deben practicar los jueces del crimen a los establecimientos penales sea obligatoria sólo para los jueces cuyos tribunales funcionan en la localidad o ciudad en la cual se encuentra el establecimiento penal, quienes informarán a los magistrados cuyos juzgados estén ubicados fuera de esa localidad sobre las quejas y observaciones que reciban de los detenidos o presos en causas que se incoen ante estos últimos, según el turno o sistema que determine la Corte de Apelaciones respectiva.


Así, se persigue solucionar el problema que significa la separación física entre el lugar de ubicación del juzgado y el del establecimiento penal. Si la distancia entre uno y otro lugar es considerable, el cumplimiento de la visita obliga al juez a destinar un día completo para practicarla aunque sólo tenga un recluido, lo que se agrava por el hecho de que los juzgados no cuentan con medios propios de transporte. Este hecho constituye un gravamen injustificado para un importante número de magistrados y no afecta a aquellos que tienen el establecimiento penal dentro de la ciudad o lugar donde funciona el tribunal que sirven.

III. SÍNTESIS DEL CONTENIDO DEL PROYECTO APROBADO POR EL SENADO.


El Senado tuvo presente el parecer favorable de la Excma. Corte Suprema y del Instituto Chileno de Derecho Procesal, como, asimismo, la opinión del Ministro de la Corte de Apelaciones de Valparaíso señor Manuel Silva Ibáñez.


El máximo tribunal informó favorablemente sobre el proyecto "en atención a que las modificaciones propuestas contribuyen, por su índole, a agilizar la tramitación de los procesos en las materias de que se trata y, particularmente, a la eficacia del debido proceso, a cuyo respecto se dirige la garantía del artículo 19, N° 3º, de la Constitución Política de la República", sin perjuicio de que efectuó algunas sugerencias respecto de su texto.


El Senado consideró también el informe emitido por el Presidente del Instituto Chileno de Derecho Procesal, señor Waldo Ortúzar Latapiat, y la opinión del señor Ministro de la Corte de Apelaciones de Valparaíso -y Presidente de ella durante el año 1996-, señor Manuel Silva Ibáñez, quienes concordaron con la iniciativa legislativa y realizaron proposiciones destinadas a perfeccionarla.


El Senado aprobó el número 1 del artículo 1° del proyecto de ley, que incorpora un nuevo inciso al artículo 66 del Código de Procedimiento Penal, sin perjuicio de introducirle las siguientes modificaciones al texto original:


1. En lo relativo a las resoluciones que se notificarán por el estado diario, acogió la proposición del Instituto Chileno de Derecho Procesal consistente en considerar el caso de los detenidos, ya que obran, respecto de ellos, similares razones que las que existen respecto de los procesados para agilizar la práctica de las notificaciones. De manera que incluyó en el mecanismo de la notificación por el estado diario a las resoluciones que otorgan la libertad incondicional.


2. La notificación por el estado diario también se aplicará a las resoluciones que ordenen cumplir el fallo de la Corte de Apelaciones respectiva, recaído en la apelación o en la consulta, según corresponda, que se pronuncie sobre la libertad del recluido.


3. En lo concerniente a las resoluciones que se elevan en consulta, se eliminó la mención que se hacía de ellas separadamente de las resoluciones sobre libertad provisional bajo fianza. De esta forma, quedan sujetas al mecanismo de notificación por intermedio del encargado del establecimiento carcelario.


4. El mecanismo de notificación al preso por intermedio del encargado del establecimiento carcelario se aplicará a las resoluciones que concedan la libertad bajo fianza o, en su caso, concedan la apelación interpuesta. En estas situaciones resulta conveniente este sistema, porque permite que el encausado adopte las medidas que estime convenientes, tales como comunicarse con su abogado para que comparezca a alegar o procurar reunir el monto de la fianza.


5. Se especificó en la norma, conforme lo sugirió la Corte Suprema, que se deben adoptar medidas de resguardo para verificar la autenticidad de las comunicaciones. Se tuvo en vista la norma que, con la misma finalidad, considera el inciso sexto del artículo 363 del Código de Procedimiento Penal, que establece la obligación del secretario del tribunal de dejar testimonio en el proceso de la fecha y forma en que requirió informe para conceder la libertad provisional al Servicio de Registro Civil e Identificación, y si la respuesta es oral, dispone que se debe señalar su fecha de recepción, la individualización de la persona que emitió la información y su tenor.


6. Atendido que las apelaciones conforme al artículo 366 del Código de Procedimiento Penal se conceden en el solo efecto devolutivo, se eliminó la idea de que los autos deban elevarse a la Corte de Apelaciones "sin más trámites", mediante la supresión de la expresión entre comillas, ya que ello podría interferir la facultad otorgada al juez por el artículo 61 del indicado cuerpo legal de ordenar compulsas o copias en ciertos casos.


El número 2 del artículo 1º fue aprobado con enmiendas formales, de manera que se eliminó, en el artículo 592 del Código de Procedimiento Penal la obligación de dirigir requisitoria a los jueces de los lugares en que se sospeche que el inculpado o procesado haya podido albergarse, para los efectos de declararlo en rebeldía, exigiendo simplemente que se despachen las órdenes de citación o de aprehensión correspondientes a Carabineros e Investigaciones, quienes deberán transmitirlas a todas sus reparticiones y unidades. 


El número 3 del artículo 1º también fue aprobado con enmiendas formales, de modo que en el artículo 593 se suprimieron dos referencias a la requisitoria y se reemplazó otra por la alusión a la orden de citación o aprehensión, haciendo concordantes sus disposiciones con las modificaciones del artículo 592.


El artículo 2° fue aprobado con modificaciones. Esta disposición modifica el artículo 567 del Código Orgánico de Tribunales en lo relativo a las visitas semanales que deben efectuar los jueces de letras con jurisdicción en lo criminal a las cárceles o establecimientos penitenciarios donde se encuentren las personas privadas de libertad a quienes procesen. El propósito es que la visita sea obligatoria sólo en caso de que la cárcel o establecimiento penal se encuentre ubicado en la localidad o ciudad donde funcione el tribunal. En los otros casos se establecerá un turno u otro sistema entre los jueces obligados a efectuar la visita, correspondiéndoles informar, mediante oficio, al juez que instruye el respectivo proceso, sobre las quejas y observaciones recibidas de los detenidos y presos.


La Excma. Corte Suprema opinó que es conveniente mantener la obligación de los jueces del tribunal de origen de practicar personalmente las visitas una vez al mes. El Senado no compartió íntegramente esa idea, ya que la visita mensual, si bien constituiría una mejoría respecto de la situación actual, mantiene los inconvenientes que la moción pretende subsanar, en especial la acefalía en que queda el tribunal. Además, el juez de la causa tendrá igualmente conocimiento de las quejas y observaciones de los detenidos o procesados privados de libertad a quienes encause, ya que contará con los informes que le enviará el juez que practique la visita.


El Senado, en una manifestación de aceptación parcial de la sugerencia de la Corte Suprema, por entender que puede ser útil que el juez del tribunal que conoce de la causa tenga contacto personal con los presos o detenidos que están siendo procesados en su tribunal, estimó oportuno que, a lo menos, una vez cada tres meses, el juez de la causa visite a los detenidos o presos.

IV. DISCUSIÓN DEL PROYECTO.


a) Discusión en general.


Durante la discusión en general del proyecto, la Comisión coincidió plenamente con la justeza de las ideas que lo inspiran y, procedió, sin mayor debate, a aprobar la idea de legislar por unanimidad.


b) Discusión en particular.


Artículo 1º, número 1.


Una vez abierto el debate en la discusión pormenorizada de la iniciativa, el Diputado señor Cornejo formuló las siguientes indicaciones:


1. Para reemplazar, en el inciso nuevo agregado al artículo 66 del Código de Procedimiento Penal, la palabra "comunicará", ubicada entre las expresiones "se" y "de", por "notificará".


2. Para reemplazar, en el inciso nuevo agregado al artículo 66 del Código de Procedimiento Penal, la palabra "notificarla", ubicada entre las expresiones "deberá" y "al", por "comunicarla".


Las indicaciones se fundan en el propósito de establecer claramente que el funcionario que realiza la notificación es el secretario del tribunal y que el funcionario encargado del establecimiento penal no hace más que cumplir una orden de la autoridad competente. Así, se elimina la posibilidad de que se estime que la norma ha otorgado atribuciones a un funcionario público, lo que resultaría ser materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, conforme al número 2) del artículo 62 de la Constitución Política de la República. Asimismo, se produce la debida concordancia con la disposición considerada en la letra b) del artículo 3º del decreto ley Nº 2.859, que fija la ley Orgánica de Gendarmería, según la cual corresponde a ese Servicio cumplir las resoluciones emanadas de autoridad competente, relativas al ingreso y a la libertad de las personas sometidas a su guarda, sin que le corresponda calificar el fundamento, justicia o legalidad de tales requerimientos.


Esto es sin perjuicio de tener presente que, en lo relativo a la práctica de las notificaciones, la tendencia es aumentar los funcionarios que pueden realizarlas y, en general, facilitar el cumplimiento de esta actuación procesal, según se manifestó al analizar los antecedentes relativos a la modificación del Código de Procedimiento Penal y del Código de Procedimiento Civil en lo concerniente a las notificaciones.


Por último, se consideró la parte final del nuevo inciso del artículo 66, en virtud de la cual se entiende que el secretario del tribunal es el ministro de fe en la notificación practicada según la modalidad creada por esta disposición.


Se aprobaron las indicaciones por unanimidad, conjuntamente con el texto propuesto por el Senado. Asimismo, se realizaron modificaciones meramente formales.

Artículo 1º, número 2.


La Comisión aprobó este precepto en idénticos términos que el Senado y por unanimidad.

Artículo 1º, número 3.


La Comisión aprobó esta disposición con una enmienda formal y por unanimidad.


Artículo 2º.


La Comisión aprobó esta disposición con enmiendas formales y por unanimidad.


Sin perjuicio de ello, aprobó dos indicaciones, formuladas por el Diputado señor Cornejo, destinadas a modificar los artículos 570 y 571, inciso segundo, del Código Orgánico de Tribunales, al objeto de concordar estos preceptos con la modificación realizada en el artículo 567 del mismo cuerpo legal.


La primera indicación aprobada agrega, en el artículo 570 del Código Orgánico de Tribunales, el siguiente inciso segundo, nuevo:


"En el caso del inciso segundo del artículo 567, los tribunales exentos de la obligación de la visita respectiva deberán remitir al tribunal que realizará la visita el estado en que se exprese el nombre de cada uno de los presos y detenidos, el delito por el cual se les procesa y el estado actual de la causa, hasta el día inmediatamente anterior a aquél en que se efectúe la visita. El tribunal que practique la visita oficiará al que conoce de la causa informándole sobre los retardos indebidos que constate, al objeto de que dicte las medidas convenientes para que el proceso siga su curso sin interrupción."


La segunda indicación aprobada por la Comisión reemplaza el punto aparte (.) del inciso segundo del artículo 571 por un punto seguido (.) y agrega el siguiente texto: "En el caso del inciso segundo del artículo 567, el tribunal que practique la visita oficiará al que conoce de la causa informándole sobre los reclamos formulados, al objeto de que adopte las medidas que crea convenientes para subsanar las faltas que se hicieren presentes."

V. ACUERDOS ADOPTADOS POR LA COMISIÓN Y MENCIÓN DE LAS ADICIONES Y ENMIENDAS INTRODUCIDAS EN EL PROYECTO.


En virtud de los acuerdos adoptados tanto en la discusión general como en la particular, vuestra Comisión os recomienda que prestéis aprobación al proyecto del honorable Senado, con las siguientes adiciones y enmiendas:


1. Reemplazar, en el encabezamiento del artículo 1º, la expresión "al" por "en el".


2. Modificar el número 1) del artículo 1º del proyecto en el siguiente sentido:


a) Reemplazar, en su encabezamiento, la expresión "al" por "en el", e intercalar entre las palabras "inciso" y "nuevo", una coma (,).


b) Reemplazar, en el inciso nuevo agregado al artículo 66 del Código de Procedimiento Penal, la palabra "comunicará", ubicada entre las expresiones "se" y "de", por "notificará".


c) Reemplazar, en el inciso nuevo agregado al artículo 66 del Código de Procedimiento Penal, la palabra "notificarla", ubicada entre las expresiones "deberá" y "al", por "comunicarla".


3. Reemplazar, en el número 3) del artículo 1º, los dos puntos (:) que siguen al guarismo "593" por una coma (,).


4. Modificar el artículo 2º del proyecto en el siguiente sentido:


a) Reemplazar su encabezamiento por el siguiente:


"Artículo 2°.- Introdúcense en el Código de Orgánico de Tribunales las siguientes modificaciones:"


b) Agregar, antes de "Artículo 567", el siguiente texto:


"1) Sustitúyese el artículo 567 del Código Orgánico de Tribunales por el siguiente:"


c) En el inciso segundo del nuevo artículo 567, intercalar, entre la letra "y" y la palabra "por", una coma (,); reemplazar la palabra "están" por "estén", y sustituir la expresión "de" ubicada entre los vocablos "proceso" y "las" por "sobre".


d) Añadir el siguiente número 2):


"2) Agrégase, en el artículo 570, el siguiente inciso segundo, nuevo:


"En el caso del inciso segundo del artículo 567, los tribunales exentos de la obligación de la visita respectiva deberán remitir al tribunal que realizará la visita el estado en que se exprese el nombre de cada uno de los presos y detenidos, el delito por el cual se les procesa y el estado actual de la causa, hasta el día inmediatamente anterior a aquél en que se efectúe la visita. El tribunal que practique la visita oficiará al que conoce de la causa informándole sobre los retardos indebidos que constate, al objeto de que dicte las medidas convenientes para que el proceso siga su curso sin interrupción."


e) Agregar el siguiente número 3):


"3) Reemplázase el punto aparte (.) del inciso segundo del artículo 571 por un punto seguido (.) y agrégase el siguiente texto: "En el caso del inciso segundo del artículo 567, el tribunal que practique la visita oficiará al que conoce de la causa informándole sobre los reclamos formulados, al objeto de que adopte las medidas que crea convenientes para subsanar las faltas que se hicieren presentes."

VI. CONSTANCIA.


Para los efectos de lo establecido en los Nºs. 4º, 5º y 6º del artículo 289 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia de lo siguiente:


1º El Senado ha calificado como normas orgánicas constitucionales todos los artículos del proyecto.


Vuestra Comisión ha otorgado esa misma calificación a los números 2) y 3) del artículo 1º y al artículo 2º.


En lo relativo al número 1) del artículo 1º, esta Comisión, manteniendo el criterio que sustentara en el proyecto boletín Nº 476-07, que diera origen a la ley Nº 19.189, que modificó precisamente el artículo 66 del Código de Procedimiento Penal, estima que se trata de una norma de procedimiento, que tiende a regular la forma de efectuar ciertas notificaciones en materia penal, por lo que no tiene incidencia alguna en la organización ni en las atribuciones de los tribunales. Por lo mismo, al modificarse esta disposición no se estaba legislando sobre materias propias de la ley orgánica constitucional del Poder Judicial, sino sobre materias que son objeto de ley ordinaria o común, conforme a la interpretación armónica de los artículos 74 y 60, N° 3, de la Constitución Política de la República.


El Tribunal Constitucional, en el caso del artículo 391 del Código Orgánico de Tribunales, que permite a los receptores ejercer sus funciones en todo el territorio jurisdiccional del respectivo tribunal, pero también practicar las actuaciones ordenadas por éste en otra comuna, dentro del territorio jurisdiccional de la misma Corte de Apelaciones, por sentencia del 
9 de enero de 1989, recaída en el proyecto que diera origen a la ley N° 18.776, sobre adecuación del Poder Judicial a la regionalización del país, resolvió que esa norma era propia de ley común, por lo que no le correspondía ejercer el control de constitucionalidad.


Con todo, por ser el honorable Senado la cámara de origen, y, por tanto, la que habrá de remitir el proyecto al Tribunal Constitucional, al objeto de que ejerza el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales, se sugiere señalar la votación con la que, eventualmente, la Cámara de Diputados apruebe el número 1) del artículo 1º.


2º Que ninguno de los artículos del proyecto de ley es de la competencia de la Comisión de Hacienda.


3º Que no hubo artículos o indicaciones rechazados por la Comisión.


En virtud de los acuerdos adoptados por la Comisión, el proyecto de ley del honorable Senado quedaría redactado en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY.


"Artículo 1°.- Introdúcense en el Código de Procedimiento Penal las siguientes modificaciones:


1) Agrégase en el artículo 66 el siguiente inciso, nuevo:


"Ello no obstante, tratándose de detenidos o presos cuyo proceso se lleve ante un tribunal cuya sede se encuentre fuera del lugar o ciudad donde esté ubicado el establecimiento penal en el cual se encuentren recluidos y que no tenga servicio diario de traslado al tribunal, la resolución que conceda la libertad incondicional o la libertad provisional sin fianza, u ordene cumplir el fallo de la Corte de Apelaciones que se pronuncie sobre la resolución concerniente a la libertad, se notificarán por el estado diario. La resolución que deniegue la libertad, o conceda la libertad provisional bajo fianza o conceda la apelación interpuesta, en su caso, se notificará de inmediato y por el medio más rápido posible, al encargado del establecimiento penal, quien deberá comunicarla al recluido. Este podrá apelar de la resolución en el acto y ante el mismo encargado, lo que éste comunicará de inmediato y por igual vía al tribunal. Concedida que sea la apelación, se elevarán los autos a la Corte de Apelaciones respectiva. Asimismo, una vez constituida la fianza, el tribunal transmitirá, por igual medio, la orden de libertad al encargado del establecimiento para su inmediato cumplimiento. El secretario del tribunal dejará testimonio en el proceso de las actuaciones que practique conforme a este inciso, con mención de la fecha en que se efectuaron, la individualización de la persona que le recibió o le proporcionó la información, según proceda, y el tenor de ésta."


2) En el artículo 592, elimínase la frase "y dirigirá requisitoria a los jueces de los lugares en que se sospeche que aquél haya podido albergarse", colocando el punto aparte (.) a continuación de la palabra "aprehenderlo"; y agrégase el siguiente inciso segundo: "Las órdenes de citación o aprehensión se despacharán tanto a Carabineros como a la Policía de Investigaciones y estas instituciones deberán transmitirlas a todas sus reparticiones y unidades."


3) En el artículo 593, en el encabezamiento, suprímese la frase "y requisitorias"; en el número 3°, elimínanse las palabras "o requisitoria"; y en el número 4°, sustitúyense las palabras "o requisitoria" por "de citación o aprehensión".


Artículo 2°.- Introdúcense en el Código de Orgánico de Tribunales las siguientes modificaciones:


1) Sustitúyese el artículo 567 por el siguiente:


"Artículo 567.- El último día hábil de cada semana, todo juez de letras que ejerza jurisdicción en materia criminal, acompañado de su secretario, visitará la cárcel o establecimientos que se encuentren ubicados en la localidad o ciudad donde funcione el tribunal y en los cuales haya detenidos o presos en procesos a su cargo, con el objeto de indagar si sufren vejaciones indebidas, si se les coarta la libertad de defensa o si se prolonga ilegalmente la tramitación de su proceso.


La Corte de Apelaciones, dentro de cuyo territorio jurisdiccional existan tribunales en lo criminal que estén exentos de la visita respectiva en razón de tener detenidos o presos en cárceles o establecimientos que estén ubicados fuera de la localidad o ciudad donde funcionan, establecerá un turno u otro sistema entre los jueces del crimen obligados a la visita, para que éstos la efectúen a tales detenidos o presos, y, por oficio, informen al juez que instruye el respectivo proceso sobre las quejas y observaciones recibidas. Sin perjuicio de lo anterior, todo juez deberá visitar, a lo menos una vez cada tres meses, el recinto carcelario en que tuviere detenidos o presos."


2) Agrégase, en el artículo 570, el siguiente inciso segundo, nuevo:


"En el caso del inciso segundo del artículo 567, los tribunales exentos de la obligación de la visita respectiva deberán remitir al tribunal que realizará la visita el estado en que se exprese el nombre de cada uno de los presos y detenidos, el delito por el cual se les procesa y el estado actual de la causa, hasta el día inmediatamente anterior a aquél en que se efectúe la visita. El tribunal que practique la visita oficiará al que conoce de la causa informándole sobre los retardos indebidos que constate, al objeto de que dicte las medidas convenientes para que el proceso siga su curso sin interrupción."


3) Reemplázase el punto aparte (.) del inciso segundo del artículo 571 por un punto seguido (.) y agrégase el siguiente texto: "En el caso del inciso segundo del artículo 567, el tribunal que practique la visita oficiará al que conoce de la causa informándole sobre los reclamos formulados, al objeto de que adopte las medidas que crea convenientes para subsanar las faltas que se hicieren presentes."


Se designó Diputado Informante al señor Aldo Cornejo González.


Sala de la Comisión, a 13 de agosto de 1997.


Aprobado en sesión de igual fecha, con la asistencia de los señores Diputados Sergio Elgueta Barrientos (Presidente accidental), Rubén Gajardo Chacón, José Antonio Viera-Gallo Quesney y Martita Wörner Tapia.

ADRIÁN ÁLVAREZ ÁLVAREZ, 

Secretario de la Comisión."

